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INTRODUCCIÓN 

l contenido de esta conferencia1 que hoy nos reúne tiene por obje-
to mostrar y demostrar que el bien común es el fin de la política. 
En principio no parece una tarea ardua o compleja, ya que una 

adecuada comprensión de los términos relacionados en dicha afirmación 
implica necesariamente su evidencia. Sin embargo, la dificultad radica 
precisamente en que, para reconocer con certeza la verdad que encierra 
dicha conclusión, es condición necesaria explicitar el auténtico significa-
do del concepto de “bien común” así como desentrañar y recuperar el 
auténtico ser y, por consiguiente, legítimo deber ser de la “política”, más 
allá de sus diferentes concepciones y por encima de lo fáctico o praxis 
habitual. Esta exigencia nos obligará a abordar cuestiones como la socia-
bilidad del ser humano y su fundamento natural, el carácter de la socie-
dad civil y la función del Estado, o las relaciones entre ética y política. 
Todo ello formará parte de ese recorrido que nos permitirá concluir que 
la política tiene en el bien común su fin. 

2. EL ORIGEN NATURAL  DE LA SOCIABILIDAD HUMANA 

 La sociabilidad humana es un hecho de experiencia común. Lo social 
aparece como una característica de la vida humana que implica plurali-

                                                      
1 Conferencia pronunciada en la Fundación Universitaria Española el 24 de marzo de 2004, 

en el VI Curso de Antropología Filosófica: “Ética y política en el pensamiento tomista”. 
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dad, unión y convivencia2. El hombre histórico se concreta en comunida-
des y asociaciones. La familia, la nación y el Estado constituyen algunas 
de esas entidades sociales. La evidencia del hecho de que el hombre vive 
y convive en sociedad se impone por sí misma. Ahora bien, ¿cuál es la 
causa eficiente o que está en el origen de esa sociabilidad humana?. Bási-
camente nos encontramos con tres tipos de respuesta3: la teoría contrac-
tualista, la conocida como teoría naturalista y la teoría de la naturaleza 
social del hombre (o teoría del derecho natural). 

La teoría del pacto o contrato social afirma que la sociedad humana 
tiene su origen y fundamento en un pacto o libre acuerdo entre los indivi-
duos. Esta teoría, que está en la base del liberalismo clásico, ha sido de-
fendida por autores como Hobbes, Locke y Rousseau. Así, Hobbes con-
sidera que la naturaleza humana es esencialmente egoísta y antisocial. En 
esa situación de inseguridad y temor en la que el hombre es un lobo para 
el hombre,  los hombres renuncian al interés personal y a su derecho ab-
soluto sobre los bienes materiales mediante un pacto en el que se consti-
tuye el Leviathan: un poder fuerte, absoluto, pero más amable que el po-
der del hombre, capaz de formar las voluntades, y que surge del pacto de 
cada uno con todos los demás4. Por su parte, Rousseau supone que el 
estado primitivo del hombre era asocial y que, en aras de un mayor per-
feccionamiento, la sociedad se constituye gracias a un contrato social por 
el que los individuos ceden sus derechos en favor de la comunidad y del 
poder civil que representará la voluntad general5.  

En lo que se refiere a la teoría naturalista, que tiene en Hegel a uno de 
sus máximos exponentes, considera la sociedad como un todo orgánico 
que se constituye como la última fase conocida de un proceso evolutivo 
de la realidad (materia o espíritu), que se rige por las rígidas e inflexibles 
leyes del determinismo universal. Esta tesis está en el substrato de los 
planteamientos políticos totalitarios. 

Por último, la tercera respuesta –sostenida por Aristóteles y Tomás de 
Aquino, entre otros– afirma que el hombre es social por naturaleza; es 

                                                      
2 Cf. RODRÍGUEZ LUÑO, A., Ética, Pamplona, Eunsa, 1982, p. 147.  
3 Cf. Ibid., pp. 148-152. 
4 Cf. HOBBES, Th., Leviathan, II, cap. 17. 
5 “Cada uno de nosotros pone en común su persona y todo su poder bajo la suprema direc-

ción de la voluntad general, y nosotros recibimos corporativamente a cada miembro como parte 
indivisible del todo”. “... lo que pierde el hombre con el contrato social es su libertad natural y un 
derecho ilimitado a todo cuanto le apetece y puede conseguir; lo que gana es la libertad civil y la 
propiedad de todo lo que posee” (ROUSSEAU, J.J., Contrato social, 1, c.8). 
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decir, que el origen, causa eficiente o fundamento de la sociedad radica 
en la propia naturaleza humana que tiene en la sociabilidad una de sus 
características esenciales. Existe, pues, una inclinación natural del hom-
bre a vivir en sociedad. 

Ya a los griegos les resultaba imposible concebir al hombre en estado 
de aislamiento. Aristóteles señaló que el hombre es por naturaleza politi-
kón zôion, animal social y político6. El ser humano nace ubicado en una 
familia y en una sociedad civil determinada por necesidad natural. Los 
hombres necesitan de los demás para alcanzar sus propias perfecciones 
individuales. Esta perfección, desde el punto de vista finalista, no puede 
lograrse en la soledad, puesto que el hombre aislado no puede bastarse a 
sí  mismo. La comunidad es el espacio donde puede sobrevivir el hombre 
en cuanto hombre. De ahí que el Estagirita insista en la idea de que un 
hombre que fuera incapaz de formar parte de una comunidad política 
sería o un animal inferior o bien un dios7. 

Tomás de Aquino apunta tres razones por las cuales se constata que el 
hombre tiende naturalmente a vivir en sociedad: el hombre no se basta a 
sí mismo para atender a las necesidades de la vida; precisa de la ayuda de 
los otros para conocer lo que necesita para su subsistencia y procurárselo; 
es esencialmente comunicativo, como lo demuestra el hecho del lengua-
je8.  

La natural dependencia recíproca de los hombres en la consecución de 
sus finalidades específicas, así como la existencia en todos los individuos 
de una fuerte tendencia a la unión con sus semejantes, prueban el carácter 
social de la naturaleza humana. De hecho, los hombres ya nacen en el seno 
de la sociedad; al principio de su vida la necesitan ineludiblemente, y 
cuando llegan a la edad adulta no se pueden separar de ella totalmente, 
sino con grave perjuicio para su bienestar físico y espiritual. La constitu-
ción corporal y anímica del hombre condiciona su propia supervivencia a 
la ayuda de los demás durante un tiempo incomparablemente más largo 
que en los demás animales. Incluso el despertar y el desarrollo de sus fa-
cultades espirituales dependen estrechamente de la ayuda y enseñanza de 
sus congéneres. En este sentido, la madurez psicológica del entendimiento 
y de la voluntad está condicionada por la ayuda de los demás, por lo que 

                                                      
6 Cf. ARISTÓTELES, Política, I, 1252 b; Ética a Nicómaco, IX, 9, 1169 b. 
7 “De todo esto es evidente que la ciudad es una de las cosas naturales, y que el hombre es 

por naturaleza un animal social, y que el insocial por naturaleza y no por azar es o un ser inferior 
o un ser superior al hombre” (ARISTÓTELES, Política, I, 1253 a). 

8 Cf. GARCÍA LÓPEZ, J., Tomás de Aquino, maestro del orden, Madrid, Cincel, 1987, p. 191. 
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sería muy difícil distinguir de un irracional al individuo humano que 
hubiese crecido en soledad. Gracias al lenguaje podemos heredar los cono-
cimientos, técnicas y valores que la humanidad ha ido perfeccionando du-
rante siglos y que ningún individuo podría alcanzar partiendo en solitario 
de cero. Pero este instrumento natural que es el lenguaje únicamente se 
actualiza como tal, como lenguaje humano, en el marco de la sociedad. Por 
consiguiente, más allá de la propia supervivencia, la existencia digna, la 
existencia humana en cuanto tal, implica la satisfacción de una serie de 
necesidades materiales y espirituales (morales y culturales) que exigen 
naturalmente la sociabilidad. 

El origen de la sociedad es, pues, natural. Además, el hombre no sólo 
necesita recibir de los demás, sino también dar, comunicar, compartir. La 
propia condición del ser humano hace de él un ser naturalmente social y 
nacido para la convivencia. La persona es un ser que siente la necesidad de 
relacionarse con los otros hombres, de mantener con ellos relaciones inter-
personales.  De este modo, la sociedad es una exigencia de la persona no 
sólo en razón de sus necesidades materiales y espirituales, que no podría 
satisfacer en soledad, sino, más profundamente, en razón de su propia per-
fección y plenitud, que se comunica y expande en la mutua comprensión y 
amistad9.  El ser humano no está hecho para la soledad, ni tampoco para 
únicamente coexistir con los demás o  ser-con-otro. Si la situación humana 
es la de ser-con-otro, entonces la persona únicamente “coexiste” con sus 
prójimos, que siente muy lejanos, como mera “contigüidad física”. La so-
ciabilidad humana implica la convivencia, el ser-para-otro. 

Siendo ésta la realidad del ser humano en cuanto tal, y no habiendo 
nadie probado (sino simplemente supuesto) ni la existencia de un deter-
minismo universal, ni el carácter egoísta, antisocial o asocial de la natura-
leza humana, no parece que el nacimiento de la sociedad se deba a un 
pacto más o menos explícito, ni al mutuo consentimiento entre los hom-
bres, sino más bien a una imperiosa inclinación de la naturaleza y a una 
necesidad ineludible para la inmensa mayoría de los hombres. Ahora 
bien, no existe oposición entre el carácter natural de la sociedad y el pa-
pel de la libertad en su formación.  La sociedad humana en general es una 
institución natural, fundamentada en la naturaleza humana. La naturaleza 
explica la sociabilidad, es decir, la exigencia necesaria de la sociedad por 
parte del hombre. Pero, libremente y por mutuo acuerdo o convención, 
los hombres fundan o establecen sociedades concretas y particulares que 
tienen elementos esenciales, geográficos, culturales o históricos específi-
                                                      

9 Cf. TOMAR, F., Persona y amor, Barcelona, P.P.U., 1993, pp. 285-329 passim. 
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cos. Por consiguiente, el fundamento natural de la sociedad humana per-
mite comprender lo que la sociedad tiene de libre y de necesario, es decir,  
aquellos elementos que dependen de la libertad humana y los que se fun-
damentan en la propia naturaleza del hombre. 

3. LA SOCIEDAD CIVIL 

Podríamos definir la sociedad como “la unión de varios hombres que 
cooperan de una manera estable para la consecución de un bien co-
mún”10. La diversidad de los bienes y fines necesarios para la vida expli-
ca la variedad de agrupaciones o sociedades existentes: la familia, el Es-
tado, sociedades culturales, recreativas, comerciales,... No obstante, aten-
diendo a diferentes criterios, las sociedades humanas se pueden clasificar 
como: simples o compuestas, según estén constituidas por simples indi-
viduos (como, por ejemplo, la familia) o por otras sociedades de rango 
inferior (como la nación), respectivamente; necesarias, cuando se consti-
tuyen por necesidad natural (la familia y la sociedad civil), o libres si se 
forman por elección voluntaria de sus miembros (asociación cultural); 
civiles o religiosas; también pueden ser perfectas o completas, si poseen 
por sí todos los medios suficientes para lograr el bien humano y no de-
penden directamente de otras, o bien imperfectas o incompletas, en el 
caso contrario. 

El objeto de nuestro estudio implica que el análisis deba centrarse en 
la sociedad civil que, de acuerdo con los anteriores criterios de distinción, 
podemos calificar como una sociedad compuesta, necesaria, civil y per-
fecta o completa.  A. Rodríguez Luño define la sociedad civil como “la 
agrupación de personas y familias que pueden alcanzar suficientemente 
los bienes que el hombre necesita, y cuyas autoridades supremas no de-
penden de otras (independencia o soberanía jurídica). Es la comunidad 
más perfecta en el orden natural, porque se ordena al bien común natural 
del hombre, en toda su extensión; y a la vez tiene todos los medios para 
lograrlo, a diferencia de las familias”11. Frente a las teorías individualistas 
(contractualistas o liberales) que niegan que la sociedad civil tenga una 
entidad propia (pues depende totalmente de la voluntad de sus miembros) 
y las doctrinas colectivistas y naturalistas que le asignan una entidad 
substancial a la que deben subordinarse los individuos, debemos señalar 
que la sociedad civil tiene una entidad accidental, ya que sólo las perso-
                                                      

10 RODRÍGUEZ LUÑO, A., Ética,  op. cit., p. 155. 
11 Ibid., p. 156. 
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nas son individuos subsistentes. Pero esa entidad accidental de la socie-
dad civil, además de ser propia y específica, es necesaria. Actualmente la 
sociedad civil suele constituirse bajo la forma de Estado o sociedad polí-
tica, si bien ha adoptado diferentes modos de organización a lo largo de 
la historia: tribus, pueblos, ciudades-estado, imperios, etc.  

Ya hemos examinado el carácter natural del origen, causa eficiente o 
fundamento de la sociedad civil. Aunque en dicho análisis ya se señalaba 
o apuntaba implícitamente su finalidad, ahora nos corresponde determi-
nar la causa final o fin de la sociedad civil de un modo más preciso: 

Se ha comentado anteriormente que la teoría contractualista está en la 
base del liberalismo: a través del contrato social el individuo pierde su 
libertad natural y el derecho ilimitado a cuanto provoca su apetito y está a 
su alcance, pero gana a cambio la libertad civil y la propiedad de cuanto 
posee. Por consiguiente, al no reconocer la naturaleza social del hombre 
y ver en él ante todo un ser esencialmente libre, el liberalismo afirma en 
consecuencia que el fin propio de la sociedad civil (o bien común que los 
hombres buscan en la misma) consiste únicamente en la defensa de los 
derechos y libertades individuales, estableciendo para ello un orden jurí-
dico que armonice dichos derechos y libertades y los componga entre sí. 
La armonización y composición de las libertades es el fin de la sociedad 
y el objeto del orden jurídico. Así pues, el establecimiento del bien co-
mún es función de la autoridad a través de la ley, y consiste en determi-
nar los límites de los derechos y libertades individuales en el marco de la 
máxima libertad posible para todos. 

Por su parte, el totalitarismo, que fundamenta el origen de la sociedad 
en teorías naturalistas o en un evolucionismo ya sea material o dialéctico, 
considera que el Estado es un fin en sí mismo, al que se subordinan todos 
los derechos y libertades de los individuos. Por consiguiente, para el tota-
litarismo el fin de la sociedad civil es el bien del Estado. El estado totali-
tario no tiene otro fin que él mismo; no es una entidad al servicio de la 
persona sino que, por el contrario, todo es por y para el Estado, incluidos 
los individuos. 

Finalmente, desde la teoría que afirma la naturaleza social del hombre 
(o teoría del derecho natural)12 –y que constituye el referente conceptual 
de este análisis que pretende centrarse en la propia realidad de lo humano 
y de lo social– se considera que el fin intrínseco o bien común de la so-
ciedad civil es aquello por lo que los hombres han conformado la socie-
dad civil. Así, el fin o bien común de la sociedad política comprende 
                                                      

12 Esta postura o corriente también se conoce con el nombre de teoría socionaturalista. 
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aquel conjunto de condiciones de la vida social con las que los hombres 
puedan conseguir con más plenitud y facilidad su propia perfección. En 
este sentido, los hombres buscan en la sociedad civil aquel conjunto de 
bienes útiles que no pueden obtener por sí solos o en familia y que nece-
sitan para poder realizarse íntegramente como personas, tanto a nivel 
físico, como intelectual y moral. Por consiguiente, esos bienes que son 
fin de la sociedad civil no sólo comprenden la defensa de los derechos y 
libertades individuales, familiares y profesionales; sino también la sufi-
ciencia de medios y condiciones de acción que ayuden a los individuos a 
un mejor cumplimiento de sus fines humanos que se concretan en la rea-
lización integral de la persona humana en sus dimensiones física, moral e 
intelectual. 

En definitiva, la noción de bien común asume la realidad del bien per-
sonal y la realidad del proyecto social en la medida en que las dos reali-
dades forman una unidad de convergencia: la sociedad civil o comuni-
dad. El bien común es el bien de la comunidad. El bien común no sólo se 
concentra en los bienes materiales como muchos suponen, sino que tam-
bién engloba otras riquezas de corte cultural, intelectual, moral y espiri-
tual. Estos bienes no son siempre adquiridos por la gestión gubernamen-
tal del Estado; sino que éste debe garantizar, agilizar y facilitar su creci-
miento, procurando ser una institución de servicios y no de imposiciones, 
aunque en ciertos casos debe intervenir directamente por causa del dere-
cho que le confiere la ley. 

4. EL BIEN COMÚN 

Parece evidente que el fin de la sociedad civil o comunidad política es 
un bien. Dentro del pensamiento filosófico griego hallamos ya implícita-
mente presente la cuestión del bien común en las discusiones de los sofis-
tas y en la República de Platón13. En la Política14 Aristóteles indica que la 
                                                      

13 Si bien, filosóficamente, las raíces de la noción de bien común son griegas, no debemos 
olvidar el influjo que el Derecho romano ejercerá sobre la filosofía medieval y posterior. El espí-
ritu jurídico romano forja la concepción de “persona jurídica”. Así, la idea jurídico-romana del 
bien común se plasma, por ejemplo, en la noción de bienes del pueblo romano. El pueblo se perfi-
la así como persona cuyo bien es superior al de los individuos que lo componen, pero no está 
separado o disociado de él. El principio del bien común se traduce en la exigencia de que el ejer-
cicio del poder se ajuste al Derecho. La justicia no es sino una ordenada convivencia entre los 
hombres a través de la res publica o sociedad, orientada hacia la justa búsqueda de la utilidad 
común. La regla de la vida política no es otra que el primado de la ley; pero el pueblo es la fuente 
de la autoridad y, por consiguiente, de la ley. 

14 Cf. ARISTÓTELES, Política, III. 
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sociedad organizada en un Estado debe proporcionar a cada uno de sus 
miembros lo necesario para su bienestar y felicidad como ciudadanos. De 
ahí que tradicionalmente se considere al Estagirita como el primero que 
formalmente trató el problema del bien común. En otra de sus obras, en la 
Ética a Nicómaco, Aristóteles afirma que “el fin de la política debe ser el 
bien del hombre”15, pero no sólo eso sino que el bien a que aspira la políti-
ca debe ser “el supremo entre todos los bienes que pueden realizarse”16.  Y, 
¿en qué consiste ese bien?. El Estagirita responde: “Casi todo el mundo 
está de acuerdo en cuanto a su nombre, pues tanto la multitud como los 
refinados dicen que es la felicidad y admiten que vivir bien y obrar bien es 
lo mismo que ser feliz”17. Todos admiten esta afirmación, pero en la reali-
dad tanto el vulgo como el sabio disienten en los medios para alcanzarla. Y 
termina diciendo que el fin de la comunidad política son las buenas accio-
nes18. Según esto, el fin de la sociedad civil y de su correspondiente gestión 
política no es la simple convivencia, que ya nos viene dada por naturaleza, 
sino las “buenas acciones” que deben impregnar dicha sociedad. La socie-
dad civil tiene por fin no sólo vivir, sino vivir “bien”. Este vivir bien no se 
debe comprender como el vivir en la abundancia de bienes materiales para 
llevar lo que coloquialmente denominamos una “buena vida”, sino la vida 
conforme a la “virtud”, principalmente la de la justicia, que es la funda-
mental y propia de la comunidad política. En este sentido, según Aristóte-
les “todos los regímenes que tienen como objetivo el bien común son rec-
tos, según la justicia absoluta; en cambio, cuantos atienden sólo al interés 
personal de los gobernantes son defectuosos, y todos ellos desviaciones de 
los regímenes rectos, pues son despóticos y la ciudad es una comunidad de 
hombres libres”19. Por consiguiente, para alcanzar el bien común es condi-
ción necesaria la existencia de un gobierno justo. 

La cuestión acerca del bien común fue recogida por los autores esco-
lásticos (Egidio Romano, Francisco Suárez..), y en particular por Tomás 

                                                      
15 “Y puesto que la política se sirve de las demás ciencias prácticas y legisla además qué se 

debe hacer y de qué cosas hay que apartarse, el fin de ella comprenderá los de las demás ciencias, 
de modo que constituirá el bien del hombre; pues aunque el bien del individuo y el de la ciudad 
sean el mismo, es evidente que será mucho más grande y más perfecto alcanzar y preservar el de 
la ciudad; porque, ciertamente, ya es apetecible procurarlo para uno solo, pero es más hermoso y 
divino para un pueblo y ciudades”(ARISTÓTELES, Ética a Nicómaco, I, 2, 1094 b). 

16 ARISTÓTELES, Ética a Nicómaco, I, 4, 1094 b. 
17 Ibid. 
18 Cf. ARISTÓTELES, Ética a Nicómaco, I, 7, 1098 a. 
19 ARISTÓTELES, Política, III, 5, 1279 a. 
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de Aquino. Por su parte, el Aquinate también señala el bien común, en-
tendido como bien común inmanente, como fin o causa final de la socie-
dad civil20. ¿En qué consiste dicho bien común para Tomás de Aquino?. 
En primer lugar, el bien común es aquello que hace posible la vida vir-
tuosa de los ciudadanos21. Pero la consecución de esa vida digna o virtuo-
sa implica la exigencia de otros muchos bienes, tanto materiales como 
espirituales, y además convenientemente ordenados y jerarquizados. De 
ese modo, el mencionado bien común llega a concretarse en el orden, la 
tranquilidad, la paz, la unidad, la amistad, el bienestar, la salud pública22. 
Analicemos la tesis tomista con algo más de detalle: 

Ya hemos comprobado cómo Tomás de Aquino sigue a Aristóteles en 
sus principales ideas sobre la vida social y política23. Piensa que la natu-
raleza es un sistema de fines. Dentro de este sistema se encuentran las 
sociedades humanas y el hombre, que es un “viviente social y político”. 
Esto equivale a decir que también la sociedad es algo natural. El ser 
humano necesita de la sociedad, que no se organiza según impulsos del 
instinto como en los animales gregarios, sino por medio de la razón.  

El atributo esencial de quien gobierna es promulgar la ley. Probable-
mente una de las aportaciones más importantes de Tomás de Aquino al 
pensamiento político sea, precisamente, su estudio acerca de la ley. Su 
análisis de los elementos esenciales a la ley concluye con su famosa defi-
nición: “la ley es una cierta ordenación de la razón para el bien común 
promulgada por quien tiene a su cargo el cuidado de la comunidad”24. Esta 
definición de la ley cobra su auténtico significado cuando el bien común es 
concebido no común con comunidad genérica o específica, sino con co-
munidad de causa final. El bien común es el fin común al que se inclinan 
intrínsecamente los hombres que conviven ordenados bajo la ley.  

El bien común exige la existencia de una función directiva dentro de 
la sociedad, la existencia de una autoridad. Por tanto, la justificación bá-

                                                      
20 Cf. TOMÁS DE AQUINO, Contra Gentes, III, c. 80; Summa Theologiae I, q. 105, a. 4; I-

II, q. 90, a. 2; De regimine principum, I,1. 
21 “Los hombres se reúnen en sociedad para vivir dignamente, lo que no puede conseguirse 

si todos y cada uno no vive así individualmente. Pero la vida humana digna es la que se conforma 
a la virtud. Por consiguiente, la vida virtuosa es el fin de la sociedad civil” (TOMÁS DE AQUI-
NO, De regimine principum, I, cap. 15). 

22 Cf. TOMÁS DE AQUINO, De regimine principum, I, c.3; I, c. 11; Contra Gentes, IV, c. 76. 
23 La filosofía jurídica y política de Santo Tomás se desarrolla en torno a la idea de la justi-

cia legal recibida de Aristóteles y el concepto agustiniano del orden.  
24 TOMÁS DE AQUINO, Summa Theologiae, I-II, q. 90, a. 4. 
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sica del gobierno es su contribución al bien común. En último término, el 
bien común es la felicidad de los miembros de la sociedad, y esta felici-
dad consiste en la vida virtuosa. Encontramos así una idea típicamente 
aristotélica, pero con un contenido diferente, ya que para Tomás de 
Aquino la virtud ya no es la areté, sino la virtud de la moral cristiana, que 
es el camino para llegar hasta el fin sobrenatural al que está llamado el 
hombre. Aunque la obtención del último fin sobrenatural no es misión 
directa del gobierno secular, Santo Tomás considera que una vida secular 
ordenada facilita la práctica de las virtudes y la consecución del fin últi-
mo. 

El fin general que es el bien común se concreta en fines más específi-
cos como son la vigencia de la paz interna y externa, y la administración 
de la justicia. Siguiendo a San Agustín, Tomás de Aquino da mayor im-
portancia a la paz que Aristóteles: la paz es la salud del cuerpo colecti-
vo25. Y, siguiendo al obispo de Hipona, afirma que la paz no puede estar 
separada de la justicia, porque es el fruto directo de la misma. En última 
instancia, ese fin común al que tiende cualquier ley es definido por To-
más de Aquino como la “amistad” entre los seres personales26. 

El Estado ha de procurar el bien común, para lo cual legislará de 
acuerdo con la ley natural. Las leyes contrarias a la ley natural no obligan 
en conciencia (por ejemplo, las contrarias al bien común, o las dictadas 
por egoísmo). Las leyes contrarias a la ley divina deben rechazarse y no 
es lícito obedecerlas. Respecto a las formas de gobierno, santo Tomás 
sigue a Aristóteles, distinguiendo tres formas legítimas y tres formas ile-
gítimas de gobierno que son la degeneración de las anteriores. Así, anali-
zando las formas de gobierno sancionadas por la tradición clásica (mo-
narquía, aristocracia y democracia), Santo Tomás afirma que ninguna de 
ellas debe ser considerada ilícita a priori. Se convierten en ilícitas cuando 
degeneran en tiránicas, y este peligro no lo corren solamente la monar-
quía y la aristocracia, sino también toda democracia que no respete la 
justicia. Aunque la monarquía parece proporcionar un mayor grado de 
unidad y de paz, Santo Tomás tampoco descarta las otras formas de go-

                                                      
25 Cf. TOMÁS DE AQUINO, De regimine principum, I, c. 3; Contra Gentes, IV, c. 76. 
26 “Entre todos los bienes del mundo no hay ninguno que pueda dignamente preferirse al de 

la amistad” (TOMÁS DE AQUINO, De regimine principum, I, c. 11).  Ya Aristóteles había ad-
vertido del desbordamiento de la justicia por el amor al escribir. “Cuando los hombres son ami-
gos, ninguna necesidad hay de justicia” (Ética a Nicómaco, VIII, 1155 a). San Agustín tomó 
nuevamente esta temática, enriquecida con el cristianismo, cuando afirmó “Ama et quod vis, fac” 
Comentario a la 1ª Epístola de s. Juan, 7). El amor caritativo no suprime o anula la justicia sino 
que, presuponiéndola, la trasciende en tanto que la vivifica y humaniza. 
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bierno válidas, y no considera que ninguna de ellas sea especialmente 
deseable por Dios.  

Llegados a este punto y a la luz de la aportación tomista, conviene 
precisar adecuadamente los dos sentidos del concepto de bien común, así 
como su distinción respecto a otras  nociones con las que está íntimamen-
te relacionado. 

El concepto de bien común es propio de la escolástica, ha servido de 
base a la doctrina social de la Iglesia, y  ha desempeñado un puesto pre-
dominante en los procesos de moralización de la actividad política, a tal 
extremo que ha sido considerado como causa ejemplar, como principio 
integrador de la actividad política y también como causa final. Desde el 
punto de vista natural y temporal, el bien común es, al mismo tiempo, el 
principio que da forma a la sociedad y el fin al que ésta debe tender: con-
cierne a la felicidad natural y por consiguiente al valor político por exce-
lencia, aunque subordinado a la moral.  

En una primera aproximación podríamos definir el bien común como 
el objetivo que aúna a todos los miembros de una sociedad y determina el 
modo en que han de organizarse. Toda sociedad tiene dos fines: uno in-
mediato, para satisfacer las necesidades de subsistencia, y otro trascen-
dente, que es conducir a los individuos a Dios. La sociedad humana tiene 
fines propios, los cuales son fines naturales que hay que atender y reali-
zar. Los fines espirituales y el bien supremo no son incompatibles con el 
bien común de la sociedad en cuanto tal; pertenecen a otro orden. Sin 
pretender destruir ninguno de ellos, hay que establecer cómo los dos ór-
denes se relacionan entre sí. De este modo, en toda sociedad humana se 
puede distinguir un bien común trascendente o externo, un bien común 
intrínseco o interno, y los bienes particulares de los individuos27. Tanto el 
bien común externo como el interno son realmente bienes comunes, en 
cuanto que ambos forman parte de una tarea en la que todos deben con-
tribuir y de la que todos se benefician.  

El bien común trascendente es la finalidad última buscada por una so-
ciedad. En ese sentido, la misión natural y, por tanto, necesaria de la so-
ciedad civil es facilitar a los hombres la obtención de su bien pleno y 
                                                      

27 Cf. CARDONA, C., Metafísica del bien común, Madrid, Rialp, 1966; CHALMETA, G., 
La justicia política en Tomás de Aquino: una interpretación del bien común político, Pamplona, 
Eunsa, 2002; GARCÍA ESTÉBANEZ, E., El bien común y la moral política, Barcelona, Herder, 
1970; MESSNER, J., El bien común como fin y tarea de la sociedad, Madrid, Euramerica, 1959; 
PEREÑA, L., Hacia una sociología del bien común, Madrid, A.C.N. de P., 1956;  PETRELLA, 
R., El bien común: elogio de la solidaridad, Madrid, Debate, 1997; TODOLI, J., El bien común, 
Madrid, C.S.I.C., 1951; UTZ, A.F., Ética social, vol. I, Barcelona, Herder, 1964; ZARAGÜETA, 
J., Problemática del bien común, Madrid, A.C.N. de P., 1956. 
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definitivo, la felicidad, a través de una cooperación social que cree las 
condiciones propicias para su realización más plena. Siendo Dios el fin 
último del hombre, es también el bien común externo y trascendente al 
que se dirige la vida social. Sin embargo, conviene precisar que aunque 
Dios es el último fin de la sociedad, no es su finalidad directa e inmediata 
ya que la unión con Dios y, en definitiva, alcanzar o no la felicidad es 
algo que corresponde a la persona individual y no al grupo social consi-
derado de un modo abstracto o en su conjunto. 

El bien común intrínseco consiste en la adecuada ordenación entre las 
partes, que permite alcanzar el fin trascendente o externo. El bien común 
interno o intrínseco de la sociedad civil, también conocido como bien 
común temporal, es el conjunto de los medios y condiciones vitales y 
morales que toda sociedad debe procurar a sus miembros para que pue-
dan alcanzar los fines de su vida. Todas las leyes tienden – o deberían 
tender– a este bien común. Gracias a la ordenación de la convivencia 
humana por la ley, los hombres pueden lograr su inclinación al bien co-
mún. 

Bien particular o propio es aquel que corresponde a cada uno de los 
individuos que componen la sociedad a título exclusivo y personal. Este 
bien particular puede concebirse como bien de la persona (el cumpli-
miento efectivo de sus fines por parte de cada persona), o como bien pri-
vado (objetivo inmediato de la conducta personal, buscado a través de 
medios que sólo determina el propio interesado). En relación con el bien 
individual, el bien común no es simplemente su suma, ni tampoco lo nie-
ga: se sitúa como su verificación o síntesis armónica, partiendo de la dis-
tinción entre el individuo, que está subordinado a la comunidad, y la per-
sona que queda como verdadero y último fin.  En ese sentido, el bien 
común temporal y el bien particular, entendido como bien de la persona, 
están estrechamente relacionados28.  

Así pues, el bien común es un concepto ético-político, que especifica 
las condiciones materiales y espirituales que permiten que la sociedad 
pueda promover a la persona en la libertad. Entre estas condiciones, están 
principalmente el respeto a la persona humana, y también a sus derechos, 

                                                      
28 “En cuanto supraindividual, el bien común es superior al particular, puesto que aprovecha 

a toda la colectividad. Pero en cuanto el bien de la persona ofrece un aspecto suprasocial, puede 
decirse que el bien común está en función del verdadero bien de los individuos (...). En la relación 
entre bien común y bien particular se ha de tener en cuenta la jerarquía de bienes. El bien de 
muchos es preferible al bien de uno, solamente si son del mismo género (...). Atendiendo a esta 
jerarquía, el bien espiritual precede al material; y el bien eterno al temporal” (RODRÍGUEZ 
LUÑO, A., Ética, op. cit., p. 170). 
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el bienestar material, los bienes culturales y la paz29. En el bien común no 
entran ni los intereses generales ni la razón de estado. Por otra parte, el 
concepto de bien común no debe confundirse con el de voluntad general: 
mientras que el primero es objetivo, el segundo es subjetivo. 

5. POLÍTICA Y ESTADO 

 Después de haber distinguido los matices del concepto de bien co-
mún, podemos precisar algo más nuestra afirmación originaria. Cuando 
decimos que el bien común es el fin de la política, propiamente nos esta-
mos refiriendo al bien común intrínseco o inmanente. Así, el bien común 
intrínseco es el fin de la política. Quizás algunos se pregunten “de qué 
política”. La respuesta sólo puede ser una: de la política entendida como 
la actividad propia del Estado o autoridad política de la sociedad civil 
jurídicamente independiente y soberana. En este sentido el Estado es el 
conjunto de organismos y autoridades que tienen a su cargo el gobierno 
de la sociedad civil y la promoción de su bien común30. 

Ya Aristóteles consideraba la política como una ciencia práctica, cuyo 
objeto es el bien común y el buen gobierno de la ciudad. De hecho, el 
Estado y la actividad política han sido tema de reflexión filosófica en casi 
todos los grandes pensadores que, en particular desde Platón, han inten-
tado definir su esencia y su misión con respecto al individuo y  la socie-
dad. En la Antigüedad, la política no estaba separada ni opuesta al orden 
moral; de ahí que la cuestión acerca del Estado era un caso particular del 
problema más general de la justicia. En ese sentido, tanto en la discusión 
platónica sobre el Estado ideal, como en los escritos políticos de Aristó-
teles, se habla del Estado como la mejor organización de la sociedad, 
como aquella forma o estructuración de los individuos y de las clases que 
permite realizar en la medida de lo posible la idea de justicia, dando a 
cada uno lo que de derecho le pertenece. Tanto Platón como Aristóteles 
se oponían por igual a las tesis de algunos sofistas (como Trasímaco) que 
consideraban que el Estado no se hallaba fundado en la justicia, sino en 
“el interés del más fuerte”31. Para tales sofistas el Estado se hallaba bási-

                                                      
29 Cf. FORMENT, E., Santo Tomas de Aquino. El orden del ser. Antología filosófica, Ma-

drid, Tecnos, 2003, p. 442. 
30 En un sentido amplio, el Estado significa la misma sociedad civil en cuanto posee una 

unidad y organización política independiente y soberana, y comprende tanto a los gobernantes 
como a sus súbditos. 

31 Cf. PLATÓN, República, I. 
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camente ligado al “poder” y, de alguna manera, anticiparon las tesis del 
maquiavelismo o la teoría del contrato social. Varios siglos después las 
ideas de un Maquiavelo, Hobbes o Rousseau, entre muchos otros, han 
dejado su huella: aunque quizás muchos no recuerden ni conozcan las 
particularidades de su pensamiento, utilizando la terminología de Ortega 
podemos afirmar que sus ideas han pasado a formar parte de nuestras 
“creencias”32. Así, si abrimos un libro cualquiera que haga referencia a la 
política, por ejemplo un libro de texto de enseñanzas medias, lo habitual 
desde hace ya mucho tiempo, demasiado, es encontrarnos con afirmacio-
nes como: “El poder de unos sobre otros es un constitutivo fundamental 
de lo político”; “la política es aquella actividad social que se propone 
asegurar –mediante la fuerza y en general fundándose en el derecho– la 
seguridad exterior, la concordia interior y el progreso colectivo”; o “la 
política según los tratadistas contemporáneos es ciencia y arte ambivalen-
tes que procuran, por una parte, el dominio de unos hombres sobre otros 
y que, por otro lado, se esfuerzan por hacer reinar el orden y la justicia”33. 
También es verdad que en esas mismas páginas encontramos la defini-
ción de política como “conjunto de operaciones realizadas por indivi-
duos, grupos o poderes estatales, en orden a la consecución del Bien Co-
mún”, pero previamente presentada como una “definición utópica de 
política” y “visión excesivamente ingenua acerca del quehacer político”. 

No parece que el dominio de unos hombres sobre otros sea aquello 
que conforma esencialmente a la sociedad civil, ya sea ésta concebida 
como de origen natural o como fruto de un pacto que se supone “libre”. 
Por otro lado, el fin de la política –edificar un orden justo y asegurar a la 
comunidad humana una vida en paz, tanto en el plano nacional como 
internacional– precisa, efectivamente, del poder como medio o instru-
mento. Ahora bien, eso no significa que la política sea la ciencia y el arte 
de hacerse con el poder estatal y mantenerse en él. Esta afirmación co-
rrespondería a la concepción maquiaveliana que convierte al poder en el 
único fin de la actividad política y abre paso a la “razón de estado”.  

Un estudio exhaustivo de la esencia de la política nos obligaría a 
abordar dicha cuestión desde las perspectivas de la filosofía política, de 
la ciencia política y de la historia del pensamiento político-social. Indu-
dablemente, dicho acceso metodológico excedería con mucho las necesa-
rias limitaciones de esta exposición y también su pretensión originaria. 
                                                      

32 “Las ideas se tienen; en las creencias se está” (Cf. ORTEGA Y GASSET, J., Ideas y 
creencias, Madrid, Alianza Editorial, 1999, pp. 23 ss. 

33 FONTÁN, P. y FULLAT, O., Politeia, Barcelona, Vicens-Vives, 1982. 



EL BIEN COMÚN COMO FIN DE LA POLÍTICA 

 

431

Por otra parte, probablemente todo ello sería en vano y tampoco cumpli-
ría su intención si previamente no se erradica un error que dificulta nues-
tro acceso a un conocimiento verdadero34 sobre la cuestión y que está en 
el punto de partida, en cuanto que es un prejuicio (juicio previo) que, 
asumido consciente o inconscientemente, forma parte de nuestras creen-
cias actuales o contemporáneas. Dicho error consiste en concebir lo utó-
pico como algo imposible, quimérico o ilusorio; al tiempo que se identi-
fica la realidad, lo real con lo “fáctico”, es decir, con aquello que sucede 
o acontece. 

Ernst Bloch afirmaba que  “ser hombre significa tener una utopía”35. 
Ahora bien, conviene precisar el sentido de dicho término. En primer lugar, 
la utopía no es una pura “entelequia”, algo fantástico, quimérico o ilusorio. 
La utopía no tiene su origen en la ingenuidad, ni en la ignorancia o renuncia 
frente a la realidad.  “Utópico” significa etimológicamente “en ningún lu-
gar”; la utopía es, simplemente, algo que de momento o todavía no se pro-
duce o realiza en ninguna parte. Por consiguiente, no existe una dicotomía 
entre utopía y realidad; y plantear la cuestión en dichos términos constituye 
un falso dilema36.  En segundo lugar, lo que comúnmente conocemos como 
realidad, lo que acontece o sucede, comprobamos que no siempre se co-
rresponde con la naturaleza objetiva de las cosas.  Que las cosas sean de un 
determinado modo no significa que necesariamente deban ser así, ya que el 
“ser” de la realidad no siempre se corresponde con su legítimo “deber ser”.  
¿Acaso no es el triunfo de lo humano lo que subyace y promueve en su 
impulso originario a toda utopía? ¿No es también ese triunfo de lo humano 
aquello que toda utopía aspira a alcanzar y universalizar?. Así pues, muy 
probablemente, la utopía no sea sino el rostro más puro y verdadero de la 
auténtica realidad; el deseo y aspiración humana de que las cosas sean tal y 
como deben ser, es decir, que se corresponden a su legítima naturaleza y 
fines específicos. 

Alguien dijo que “cuando un dedo señala la luna, el necio se queda mi-
rando al dedo”; pero lo más preocupante es que hoy son pocos los que se 
detienen a contemplar la luna y, entre ellos, muchos menos los que se atre-
ven a señalarla. ¿Acaso la causa de ello es que nuestro mundo no está nece-
sitado de utopías?.  Al contrario, probablemente ningún otro momento his-

                                                      
34 La verdad gnoseológica o verdad del entendimiento se define como “la adecuación de un 

juicio con la realidad”. Ahora bien, esa “realidad” no es otra que la “verdad ontológica” que 
constituye su fundamento. 

35 BLOCH, E., El principio esperanza, Madrid, Aguilar, 1975. 
36 Cf. TOMAR, F., “Entre la utopía y la realidad”, en Espíritu, LI (2002) 125, pp. 37-58. 
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tórico haya mostrado con mayor evidencia dicha carencia y al mismo tiem-
po necesidad.  Sin embargo, el nuestro es un tiempo poco propicio para la 
utopía: Hemos concluido un siglo en el que el progreso no ha ido acompa-
ñado de un crecimiento moral. En el contexto de la crisis actual, compro-
bamos que, en la mayoría de las ocasiones, ni la política, ni la economía, ni 
la técnica, ni la información cumplen sus respectivas funciones, ya que 
siendo originariamente medios o instrumentos al servicio del hombre, se 
han absolutizado como fines en sí mismos, no regulados ni por la ética ni 
por los valores de la persona. La desorientación y la desesperanza están en 
el amanecer de este siglo XXI: hemos perdido el norte al perder el concepto 
y la noción de persona, y ello nos ha llevado a un cierto desencanto, a una 
falta de ilusión frente al futuro.  Esa desorientación, esencial y existencial, 
la falta de esperanza, el materialismo y pragmatismo –no realismo– con-
temporáneos, son coordenadas hostiles para los planteamientos utópicos. 

6.  ÉTICA Y POLÍTICA: PLATÓN VERSUS MAQUIAVELO 

A la luz de todo lo anteriormente explicitado, se entiende por qué vamos 
a presentar a continuación el pensamiento de Platón y de Maquiavelo como 
modelos paradigmáticos del pensamiento político. Ambos inspiraron sus 
ideas en la política y, al mismo tiempo, fueron inspiradores de la misma.  
Ambos se disputan el honor de haber fundado la ciencia política, si bien 
hay quienes, estableciendo una disquisición, atribuyen este mérito a Ma-
quiavelo y reconocen a Platón la gloria de haber inaugurado la filosofía 
política.  En el pensamiento de ambos autores tienen  una importancia esen-
cial las relaciones que se establecen entre la política y la ética; pero sus 
conclusiones son radicalmente opuestas.  No en vano, Platón articula su 
pensamiento en torno al “deber ser” (como naturaleza objetiva o esencial),  
mientras que Maquiavelo lo hace en función del “ser” (entendida como la 
realidad fáctica).  De ahí que, para la posteridad, a la política platónica vaya 
unido el calificativo de utópica, idealista; mientras que se califica como 
“realista” al pensamiento de Maquiavelo.  En la base o fundamento de sus 
respectivos desarrollos teóricos está una determinada concepción del hom-
bre, que es radicalmente diferente en nuestros dos autores.  Evidentemente, 
toda concepción de la política, y también de sus relaciones con la ética, se 
fundamenta en una determinada antropología o concepción de lo humano. 
Ahora bien, el problema de fondo radica en que “la concepción que se ten-
ga de lo humano” no tiene por qué responder a su naturaleza o esencia obje-
tiva.  No debemos confundir la naturaleza del hombre con el concepto o 
idea que se tenga de él.   



EL BIEN COMÚN COMO FIN DE LA POLÍTICA 

 

433

El pensamiento occidental tiene en Platón (428-347 a.C.) sus orígenes, 
pues es él quien inicia el estudio serio de casi todos los grandes problemas 
filosóficos, entre los que cabe incluir la política.  Así, la teoría política de 
Platón ha sido el fundamento de fructíferas especulaciones subsiguientes 
acerca de la naturaleza y de las características del Estado.  Ello no significa 
que no existiese antes en Grecia un pensamiento político, sino que debemos 
esperar hasta Platón para hallar un sistema político coherente, una teoría 
jurídico-política acabada o, lo que es lo mismo, una teoría filosófica del 
Estado.  Platón descubrió los principios básicos de la vida política, por lo 
que puede decirse que fue él quien puso los fundamentos de una teoría filo-
sófica del Estado, y esto es así porque sus principios estaban basados en la 
naturaleza misma del Estado en cuanto tal y por consiguiente destinados a 
ser universales.  No es menos cierto que Platón se ocupó de reformas que 
consideraba necesarias dada la situación de los Estados griegos de su tiem-
po, y que su teoría la elaboró sobre el trasfondo de la πόλις griega (o ciu-
dad-estado); pero como trató de ser universal y de atenerse a la naturaleza 
misma de la vida política, hemos de reconocer que estructuró una teoría 
filosófica del Estado y no una simple teoría reformadora. Tanto en su crítica 
de las ciudades imperfectas, como en la construcción de su ciudad ideal o 
de su ciudad segunda, Platón ha expresado algunos principios de interés 
perdurable porque son siempre verdaderos.  Al haber expuesto estos princi-
pios que han conservado todo su valor, Platón merece ser considerado no 
sólo uno de los maestros, sino también el verdadero fundador de la ciencia 
política. 

Para los griegos la moral era, primeramente y sobre todo, la moral so-
cial: la política, como la moral, estaba limitada por el horizonte de la ciu-
dad, y no iba más allá.  La vida griega era esencialmente una vida comunal, 
vivida en el seno de la ciudad-estado e inconcebible aparte de ella, hasta tal 
punto que a ningún griego genuino se le habría ocurrido nunca que alguien 
pudiese ser un hombre perfectamente bueno y cabal manteniéndose ajeno 
por completo al Estado, puesto que sólo en la sociedad y gracias a ella era 
posible que el hombre viviese como era debido; y la sociedad significaba 
para el griego la ciudad-estado. Sócrates había mostrado lo que debía ser la 
verdadera política: una actividad racional que pusiera en juego las más altas 
facultades del espíritu humano, guiada por el sentimiento del deber y el 
cuidado del bien.  Para Sócrates, la moral y la política no eran dos ciencias 
diferentes, sino que, propiamente hablando, ambas no eran sino dos capítu-
los de una misma ciencia que es la ciencia del hombre; dos capítulos apenas 
distintos el uno del otro y que presentaban entre ellos las más estrechas 
relaciones. 
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La experiencia, junto con la influencia socrática, habían llevado a Platón 
a no separar la moral y la política.  De aquí que manifieste en política las 
preocupaciones que de ordinario incumben a un moralista. El fundamento 
del Estado platónico es un principio de orden ético, ya que la política de 
Platón se funda sobre la concepción de un cierto orden de los valores 
humanos que expresa una moral37.  En definitiva, la aspiración suprema del 
orden político platónico es la creación de un orden moral para la realización 
de la virtud. Así pues, la teoría política de Platón se desarrolla en íntima 
conexión con su ética: Platón no aceptaba la idea de que haya una moral 
para el individuo y otra para el Estado.  Consideraba que éste se compone 
de individuos y existe para que los hombres individuales puedan llevar una 
vida buena.  Existe un código moral absoluto que rige a todos los hombres 
y a todos los Estados38.  Por consiguiente, el Estado no es el árbitro de lo 
justo e injusto, ni la fuente de su propio código moral, ni la justificación 
absoluta de sus propias acciones, sino que debe atender a la Ley Moral. 

Las doctrinas políticas de Platón son mera extensión y elaboración de 
sus ideas morales.  Junto con la mayor parte de los griegos, sostiene que el 
hombre únicamente puede vivir una vida plenamente humana en la comu-
nidad política y a través de ella.  Por consiguiente, para un filósofo como 
Platón, interesado en todo lo relativo a la felicidad del hombre y a la vida 
verdaderamente buena para éste, era una necesidad imperiosa determinar la 
genuina naturaleza y la función del Estado.  Pues, si todos los ciudadanos 
fuesen hombres moralmente malos, sería imposible asegurar la bondad del 
Estado; e inversamente, si el Estado fuese malo, los ciudadanos se hallarían 
incapaces de vivir conforme se debe. 

Platón, si bien considera la política como un arte y también como una 
ciencia, incluso como la más importante de todas ellas39, no cree que sea 
autónoma o independiente.  A fin de cuentas, asigna a la política el mismo 
objeto que a la moral: hacer volver al hombre al que es su fin verdadero; 
indicarle, y en caso de necesidad imponerle, los medios de alcanzarlo, ayu-
dándole a superar los obstáculos que puedan alzarse en su camino y le apar-
ten del deber que le había sido prescrito.  En definitiva, la política se con-
funde con la ética. 

                                                      
37 Cf. TOMAR, F., “Ética y política en Platón: la función de la virtud (I)”, en Espíritu, 

XLVII (1998) 118, pp. 243-267; Ídem, “Ética y política en Platón: la función de la virtud (II)”, en 
Espíritu, XLVIII (1999) 119, pp. 101-111. 

38 En este sentido, la tentativa de Platón está encaminada a salvar la moral y la política del rela-
tivismo de los sofistas. 

 39 Cf. PLATÓN, Eutidemo, 291 b-c; El político, 259 a-d, 276 b-c. 
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Propone a la política y a la moral los mismos problemas particulares na-
cidos de las diferentes circunstancias de la vida humana.  Juzga que una y 
otra se fundan sobre los mismos principios y que, teniendo los mismos in-
tereses (pues ambas tratan de conducir al hombre hacia el bien), deben dis-
poner también de los mismos medios de acción.  En todo caso, si hay una 
identificación, no se puede decir que Platón subordine la moral a la política, 
haciendo que sólo sea considerado como moral un acto conforme al interés 
del Estado.  Ello no es así porque Platón no pone el Estado como un hecho 
anterior y superior al hombre.  Su pensamiento es contrario a las teorías que 
sólo se ocupan de la moral en la medida en que ésta sirve a los intereses 
políticos.  La política de Platón se funda sobre la concepción de un cierto 
orden de los valores humanos que expresa una moral.  La política debe 
ejercerse en beneficio no de quien la practica, sino de aquel sobre quien se 
ejerce y, además, ella debe tener por fin último no la prosperidad material 
sino la felicidad conforme a la ley moral, proponiendo e imponiendo la 
práctica de la virtud.  Por consiguiente, una finalidad ética informa tanto la 
vida social como la individual. 

El fundamento del Estado platónico es un principio de orden ético.  La 
esencia de su filosofía política descansa en la idea de valor y sobre una con-
cepción moral del Estado y de la política.  La aspiración suprema del orden 
político platónico es la creación de un orden moral para la realización de la 
virtud de la justicia, que comprende todas las otras virtudes.  La referencia a 
la justicia permite excluir los puntos de vista de la utilidad, el interés o la 
conveniencia.  La política se mide en relación con la idea misma de Justi-
cia, que no es sino la Verdad o el Bien aplicados al comportamiento social.  
Por lo tanto, Platón funda la política como ciencia deduciéndola de la justi-
cia, como estudio normativo de los principios teóricos del gobierno de los 
hombres, y no como una simple descripción objetiva de los fenómenos po-
líticos. La intención de Platón no es la de hacer del Estado un fin en sí 
mismo ni subordinar el hombre a la ciudad, sino, por el contrario, hacer que 
la ciudad sirva de instrumento a la perfección moral del individuo. Y esa 
concepción acerca de que el gobierno debe fundarse en la ética y en la ra-
zón es, precisamente, la idea esencial y perdurable del platonismo que ha 
prevalecido a través de todos los tiempos. 

En lo que se refiere a nuestro segundc autor, Nicolás Maquiavelo (1469-
1527), debemos señalar que también ha tenido un renombre extraordinario 
en el que se han mezclado los más admirables elogios con los más deni-
grantes juicios.  La lectura de sus escritos ha provocado, a través de más de 
cuatro siglos, una polémica que, lejos de cesar, crece con el avance de la 
Ciencia Política y con la importancia que tiene en nuestros días el juego que 



FRANCISCA TOMAR ROMERO 

 

436 

encierra el ejercicio del poder. Más que ningún otro pensador político, fue 
Maquiavelo el creador del significado que se ha atribuido al Estado en el 
pensamiento político moderno ya que, de todos sus contemporáneos, fue el 
que tuvo la mayor amplitud de visión y la penetración más clara de lo que 
era la tendencia general de la evolución política europea. Maquiavelo es un 
personaje complejo cuyo pensamiento no se puede abordar de un modo 
puntual, definitivo e instantáneo.  De hecho, no se puede comprender ple-
namente su pensamiento si no se relaciona con la crítica situación histórica 
que le tocó vivir y con la inserción de la política y de la teoría en los avata-
res de su vida40.  Así pues, el Maquiavelo literato y pensador toma una op-
ción clara en el marco de la cultura florentina y de la crisis político-religiosa 
con que esa cultura estaba vinculada.  Su praxis política y la elaboración de 
su pensamiento político no es independiente de todo ello, sino expresión del 
movimiento global de su personalidad en el medio total en que se desen-
vuelve. 

La concepción maquiaveliana de la ética y de la política no es fruto de 
un pensamiento puntual y concreto, sino resultado de una progresiva elabo-
ración teórica.  De hecho, éste es uno de los temas más discutidos acerca de 
Maquiavelo: los choques que se suscitan entre la moral y la actividad de un 
político que pretende ser eficaz41.  El dilema que queda planteado es el de 
una política sujeta a la moral, pero condenada al fracaso, o bien una política 
eficaz pero inmoral.  En torno a este tema se han producido las mayores 
discrepancias acerca de la obra de Maquiavelo, calificándola algunos, como 
Sabine o Cassirer, no de inmoral sino de amoral; o bien condenándola otros 
por francamente inmoral.  Acerca de esta cuestión también se ha hablado de 
un “doble patrón de moralidad” y de la autonomía de la política respecto a 
la ética.  Son estas cuestiones las que, en la medida de lo posible, tratare-
mos de dilucidar. 

En primer lugar, se debe constatar que la ciencia política moderna co-
mienza con el florentino Nicolás Maquiavelo.  Antes y después de él se 
habla en la cultura occidental de filosofía política; pero sólo después de él 
de ciencia política. En este sentido, la ciencia política moderna no es una 
continuación de la Política de Aristóteles, ni de las glosas de sus comenta-
dores, sino un nuevo producto intelectual, cuya fuente es la observación de 
los hechos vividos y de las instituciones políticas vigentes. El Poder y el 

                                                      
40 Cf. GRANADA, M.A., Maquiavelo, Barcelona, Barcanova, 1981. 
41 Cf. TOMAR, F., “La concepción de la ética y de la política en Nicolás Maquiavelo”, en 

Actas de las Jornadas Internacionales de la S.I.T.A: Dignidad personal, comunidad humana y 
orden jurídico, vol. II, Barcelona, Ed. Balmes, 1993, pp. 857-877. 
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Estado, como la máxima expresión del Poder, son el tema de esta nueva 
ciencia política iniciada por Maquiavelo: mientras la filosofía política se 
empeña en gran parte en el estudio del Estado y del comportamiento políti-
co tales como deben ser, la ciencia política los estudia tal y como son. En 
nombre de las nuevas exigencias esgrime el arma del realismo y no se deja 
encerrar en la ética tradicional. Es la autonomía de la política, su indepen-
dencia de la moral o también la constitución de una moral política.  Ma-
quiavelo no desarrolla teóricamente estos puntos, simplemente se les ve 
funcionar en su reflexión. 

En síntesis, Maquiavelo es famoso por su actitud de indiferencia hacia la 
moralidad o inmoralidad de los medios empleados por el gobernante en la 
realización de sus fines políticos, que consisten en la conservación y au-
mento del poder.  De hecho, lo que hace Maquiavelo es transfigurar la rea-
lidad y valorarla según los principios de su doctrina política, o sea, según su 
propia concepción del Estado: 

Más que ningún otro pensador político fue Maquiavelo el creador del 
significado que se ha atribuido al estado en el pensamiento político moder-
no.  Considera que la única base del Estado, del poder político, es la fuerza 
y el consentimiento organizado. Describe el funcionamiento efectivo de las 
instituciones políticas y en este sentido El Príncipe es una larga revelación 
de los mecanismos reales del poder.  Incluso la propia palabra estado, em-
pleada para designar al cuerpo político soberano, parece haberse difundido 
en los idiomas modernos en gran parte debido a sus escritos.  La doctrina 
del poder de Maquiavelo alcanzó en la estructura del Estado Moderno su 
concreción plena y total.  Nace, con ello, la teoría del Estado. Para él, el 
Estado no era un medio, sino un fin en sí mismo cuya meta principal era 
conservarse.  La existencia y seguridad del Estado debían estar por encima 
de las acciones privadas de los individuos.  De ahí que, el bienestar público 
y las necesidades del Estado, debían anteponerse al desenvolvimiento autó-
nomo de la personalidad.  Lo original y novedoso de su pensamiento políti-
co se manifiesta principalmente en su manera de concebir la estructura del 
Estado, que es ante todo una estructura de poder. 

La frase “Ragion di Stato” no la forjó Maquiavelo, pero conoció su con-
tenido y vivió y experimentó su problema.  Él es quien, subvertiendo el 
rango de los valores, puso los fines del Estado por encima de todos los de-
más, incluso de los valores éticos y religiosos.  En él la noción del Estado 
se seculariza, se libera de la envoltura teológica y encuentra en sí misma su 
propia justificación.  De aquí a la “razón de Estado” no hay más que un 
paso, que pronto se da. 
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En El Príncipe menciona buenas cualidades como mantener la fidelidad 
y mostrar integridad, y observa luego que “no es necesario que un príncipe 
tenga todas las buenas cualidades que ha enumerado, pero es muy necesario 
que parezca que las tiene42“:  Si el príncipe posee y practica invariablemen-
te esas buenas cualidades, estas resultan nocivas, mientras que la apariencia 
de poseerlas es útil.  Es necesario que el Príncipe sepa encubrir este proce-
dimiento artificioso, y sea hábil en disimular y fingir: “Como los hombres 
son simples, y se sujetan a la necesidad en tal alto grado, el que engaña con 
arte, halla siempre gente que se deja engañar”43.  Para Maquiavelo, la virtud 
en política debía tener un alcance utilitario y práctico.  No era preciso que el 
príncipe o gobernante fuera virtuoso, lo importante era que lo pareciese, o 
dejara de serlo si era un impedimento para realizar los fines del Estado44. 
Así pues, es bueno parecer ser clemente, fiel, humano, religioso y recto, y 
también es bueno serlo en realidad, pero al mismo tiempo el príncipe debe-
ría estar de tal manera dispuesto que supiese obrar de modo contrario cuan-
do las circunstancias lo requiriesen.  Esto es así porque en las acciones de 
todos los hombres, y especialmente en las de los príncipes, los resultados 
son lo que cuenta, y es por ellos por los que el pueblo juzga.  Si el príncipe 
tiene buen éxito en establecer y mantener su autoridad, los medios que em-
plee serán siempre calificados de honorables y serán aprobados por todos. 

Maquiavelo no ignora que su doctrina contradice la moral oficial.  Pero 
considera que el mundo está hecho de tal forma que comportarse de otro 
modo resultaría “peligroso”, ya que los hombres son mentirosos y trampo-
sos, y quien no sabe engañar o mentir corre el riesgo de ser devorado.  
Puesto que los demás no respetan los compromisos, uno mismo no está 
obligado a respetar los suyos con los demás.  El príncipe sólo necesita, 
pues, encontrar un pretexto honorable que sin duda no le faltará.  Los hom-
bres han actuado así siempre: las historias de todos los pueblos dan fe de 
ello. Modernamente una infinidad de ejemplos permite comprobar la des-
lealtad de los príncipes (Maquiavelo piensa en ciertos casos ilustres y re-
cientes: C. Borgia, Alejandro VI, entre otros).  Considera que es preciso ser 
un gran simulador y disimulador, ya que quien sepa mentir engañará a los 
hombres y podrá abusar de su irreflexión y de su simplicidad. 

                                                      
42 MAQUIAVELO, N., El Príncipe, cap. XVII. 
43 Ibid., cap. XVIII. 
44 En este sentido, era indispensable “conservar su corazón en exacto acuerdo con su inteligen-

cia, para variar en sentido contrario a sus convicciones, en caso preciso, si para mantener el orden de 
su Estado, se viera obligado a obrar contra su palabra, contra las virtudes humanitarias o caritativas, y 
hasta contra su propia religión”(Ibid). 
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Por tanto, en el polémico capítulo XVIII de El Príncipe, que tantos re-
proches ha levantado, Maquiavelo no hace otra cosa sino descubrir y des-
cribir una práctica habitual del momento sobre la que, hasta entonces, nin-
gún teórico de la política se había atrevido a fundar un sistema, dar reglas y, 
mucho menos, proponerlas a los gobernantes.  De esta forma, en ese famo-
so capítulo XVIII donde se desarrolla ya la teoría de la caducidad de los 
tratados, y del derecho permanente de los Estados a no cumplir los com-
promisos más solemnes, el secretario florentino expone, sin vacilación ni 
reticencia, la doctrina de la hipocresía política (la cual es consecuencia de la 
necesidad en que el Estado se encuentra de preocuparse de la opinión, y 
producto de la absurdidad de los hombres, cuyos prejuicios hay que respe-
tar aparentemente si se quiere conservar cerca de ellos el crédito necesario).  
Por eso, todas las veces que la “razón de estado”, es decir el interés o con-
servación del Estado lo exija, el príncipe debe mentir, simular y disimular.  
Y Maquiavelo asegura a estos procedimientos de gobierno un éxito infali-
ble. 

El supuesto de que la naturaleza humana es esencialmente egoísta y de 
que los motivos reales en los que tiene que apoyarse el estadista son de ese 
carácter, está en la base de los planteamientos de Maquiavelo acerca de 
política práctica: la naturaleza humana es profundamente agresiva y ambi-
ciosa; los hombres no sólo aspiran a conservar lo que tienen, sino a adquirir 
más, ya que ni en el poder ni en las posesiones hay límite para los deseos 
humanos.  Por todo ello parte del supuesto de que los hombres son, por lo 
general, malos y que el gobernante prudente debe basar su política en este 
hecho.  El gobierno se funda en realidad en la debilidad e insuficiencia del 
individuo, que es incapaz de protegerse contra la agresión de otros indivi-
duos a no ser que tenga el apoyo del poder estatal.  Con este motivo insiste 
especialmente en que el gobernante debe ser fuerte y aspirar ante todo a la 
seguridad de la propiedad y la vida (pues estos son los deseos más universa-
les que hay en la naturaleza humana).  De ahí su cínica observación de que 
un hombre olvida con más facilidad el asesinato de su padre que la confis-
cación de su patrimonio: el gobernante prudente puede matar, pero no debe 
saquear.  Estas consideraciones del pensamiento de Maquiavelo, completa-
das por una psicología sistemática, darán lugar a la filosofía política de 
Hobbes.  

Maquiavelo concibe la política como una ciencia cuya base es la identi-
dad de la naturaleza humana, que siempre se comporta igual, responde a los 
mismos estímulos de forma parecida, y sufre una invencible tendencia a 
obrar mal a no ser que se le obligue a lo contrario. Maquiavelo daba por 
supuesto que la naturaleza humana es fundamentalmente egoísta, e indicaba 
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al príncipe dónde se encuentran sus intereses y cómo podría realizarlos. Su 
menosprecio de la moralidad residía en la creencia de la maldad natural del 
hombre. Como el arte de la política se funda en razones de “egoísmos”, 
dedujo la conclusión de que la fortaleza del Estado no residía en la morali-
dad de su basamento institucional, sino en la fuerza y habilidad de los go-
bernantes.  De este modo, la fuerza física entendida como coacción, la astu-
cia y la habilidad, constituían para él las bases esenciales del engrandeci-
miento político. Por tanto, para Maquiavelo la misma maldad ínsita en el 
hombre obliga al político a actuar partiendo del principio de que todos los 
hombres son “reos” (Discorsi, I,3), falsos, simuladores y disimuladores, lo 
que le obliga a él mismo a incurrir en acciones condenables desde el ámbito 
de la moral.  

Considera que quien quiera fundar un Estado y hacer leyes apropiadas 
para su gobierno, debe suponer de antemano que todos los hombres son 
malos por naturaleza, y que no dejarán de mostrar esta depravación de su 
ánimo, cuantas veces se le ofrezca la oportunidad. También influían en su 
creencia el estado de corrupción que dominaba en la época a Italia.  Enten-
día Maquiavelo por corrupción, primera y principalmente la decadencia de 
la moral privada y cívica, el progreso de la impiedad y de la violencia, de la 
holgazanería y de la ignorancia, el predominio de la mala voluntad, de la 
licencia y de la ambición; el olvido de la justicia, la deslealtad, la debilidad 
y la desunión.  Por tanto, si bien postulaba el uso de medios inmorales por 
parte de los gobernantes para conseguir una finalidad, nunca dudó que la 
corrupción moral de un pueblo hace imposible el buen gobierno. 

Maquiavelo presenta un ejemplo extremo de la doctrina de un doble pa-
trón de moralidad: el doble patrón de conducta para el estadista y para el 
ciudadano privado constituye la nota principal del llamado “maquiavelis-
mo”.  Se debería distinguir, entonces, entre unas normas para aplicar al 
gobernante que encarna la voluntad del Estado, y otras para juzgar los actos 
de los sencillos ciudadanos: se juzga al primero por el éxito conseguido en 
el mantenimiento y aumento de su poder; y a los segundos por el vigor que 
su conducta da al grupo social.  Como el gobernante está fuera del grupo o, 
por lo menos, en una situación muy especial con respecto a él, se encuentra 
por encima de la moralidad cuyo cumplimiento debe imponerse dentro del 
grupo.  El gobernante, como creador del Estado, no sólo está fuera de la ley, 
sino que si la ley impone una moral, está también fuera de la moralidad.  
No hay otro patrón para juzgar sus actos sino el éxito de sus expedientes 
políticos para ampliar y perpetuar el poder de su Estado.  El legislador pue-
de utilizar todos los medios prudentes para asegurar sus fines ya que, siendo 
él mismo la causa de la ley y de la moralidad cívica, es independiente de 
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ambas en la realización de su función política. Nuestro autor aceptó esta 
conclusión y la incluyó en sus consejos a los gobernantes, lo cual es el mo-
tivo principal de la mala reputación de El Príncipe, donde postula abierta-
mente el uso de la crueldad, la perfidia, el asesinato o cualquier otro medio, 
con tal que fuesen utilizados con suficiente inteligencia y secreto para poder 
alcanzar sus fines.  No hay, pues, recursos buenos ni malos desde el punto 
de vista ético. 

Si bien desde la ética es discutible la aceptación de dos morales, de lo 
que no puede caber duda es que la práctica de buena parte de los gobernan-
tes, tanto de nuestros días como del resto de los habidos en los siglos que 
nos separan de Maquiavelo, ha estado amparada por sus preceptos. El prín-
cipe de Maquiavelo es, pues, la encarnación viva del poder: como legisla-
dor supremo estaba por encima de las leyes que él mismo dictaba, y utiliza-
ba la ley como instrumento de la soberanía de su poder. Declarar al príncipe 
(legislador o gobernante) libre de todo freno de la ley o moralidad, equiva-
lía a decir que el poder no tenía justificación.  Así pues, la existencia de un 
doble patrón de moralidad, aplicado por Maquiavelo, descubre la razón de 
Estado y, muy posiblemente, es la causa de su perennidad. 

El planteamiento maquiaveliano de la praxis real del gobernante no 
oculta la dolorosa conciencia, no cancelada ni superada, de la presencia del 
mal y de la traición en política, de la tensión y escisión entre ética y política 
como problema doloroso y no resuelto. No hay una simple constatación de 
la necesidad inevitable del mal en la política, sino que el lenguaje maquia-
veliano expresa también la amargura y el dolor por esa confirmación, sus-
tentada en los hechos, de que ésa es la realidad de la praxis política y consi-
dera que es imposible substraerse a ese modo de proceder. De esta manera, 
el destinado a establecer el orden, a canalizar las pasiones y organizar la 
convivencia, se ve abocado y legitimado a la violencia, al fraude, a la extor-
sión.  El propio Maquiavelo lo sabe y es consciente de esta tensión, de la 
inmoralidad de la política, pero considera que no hay remedio posible.  Ya 
no se condena que el empleo de medios malos entrañe una violación de la 
moral, sino que se encuentra justa la violación misma por razón de la nece-
sidad: junto al bien, el mal aparece como un medio necesario para consoli-
dar el “bien”.  Se trata de la utilidad frente a la moralidad: “el fin justifica 
los medios”, y el fin es el Estado.  Lo único que cuenta es el éxito o buena 
culminación de las actividades emprendidas, el triunfo45.  

                                                      
45 “Aquellos que vencen, que venzan de cualquier modo, mas sin avergonzarse nun-

ca”(MAQUIAVELO, N., Istorie Fiorentine, III, 13). 
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Maquiavelo contempla la política como una actividad que se sustenta en 
sí misma, que es autónoma y que no requiere de otras consideraciones ex-
ternas a ella.  Da por supuesto naturalmente que la política es un fin en sí, 
que la finalidad de la misma es conservar y aumentar el poder político, y 
que el patrón para juzgarla es su éxito en la consecución de ese propósito.  
Que una política sea cruel, desleal o injusta, es cosa para Maquiavelo indi-
ferente, aunque se da perfectamente cuenta de que tales cualidades pueden 
influir en su éxito.  Trata con frecuencia de las ventajas que la inmoralidad 
hábilmente utilizada puede proporcionar a los fines de un gobernante, y 
esto ha causado principalmente la mala reputación de este florentino.  Eso 
no significa que Maquiavelo tuviese intención alguna de aconsejar la difu-
sión de la inmoralidad. Como ya se ha señalado, era perfectamente cons-
ciente de que una nación moralmente degradada y decadente está condena-
da a la destrucción; lamentaba la condición moral de Italia y tenía una sin-
cera admiración por las virtudes cívicas del mundo antiguo. 

La doctrina de Maquiavelo es responsable del profundo desmembra-
miento de la conciencia moderna, de la incontrastable y ostensible separa-
ción entre la Política y la Moral.  Sin embargo, frente a esta postura debe-
mos afirmar que en ningún caso la política debe estar al margen de la ética, 
ya que la política es conducta humana, social e histórica, y por consiguiente 
siempre susceptible de valoración ética.  Al separar la moral de la política, 
Maquiavelo admitió que la acción moral dentro de una sociedad civil era 
principalmente conformidad con el Código.  No se percató de que ese no 
tomar en cuenta el bien moral convierte en vano hasta el bien político. 

Por todo ello las perspectivas políticas de Maquiavelo son unilaterales y 
restringidas, limitadas a lo útil, al éxito y al mantenimiento del Estado. Ya 
hemos comentado que Maquiavelo concebía el Estado no como un medio, 
sino como un fin en sí mismo.  Aparte del carácter inmoral del principio 
implicado en que el fin justifica los medios, se plantea la obvia dificultad de 
que las concepciones de lo que es un fin bueno pueden diferir.  La existen-
cia y seguridad del Estado debían estar por encima de las acciones privadas 
de los individuos.  De ahí que, el bienestar público y las necesidades del 
Estado se antepusiesen al desenvolvimiento autónomo de la personalidad.  
Bajo esta concepción latía una subestimación de la naturaleza intrínseca del 
hombre: no le interesaba en su análisis el hombre interior, singular, subjeti-
vo, sino el hombre general, sujeto al conflicto de intereses que determina la 
vida en sociedad.  

La obra fundamental del célebre secretario florentino, la que ha perdu-
rado a través del tiempo, dando siempre lugar a las más encontradas opi-
niones, es El Príncipe, libro que encierra cuanto de filosofía práctica y 
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reglas de gobierno podría apetecer cualquier jefe de Estado de cualquier 
tiempo, dispuesto a no reparar en medios para alcanzar sus fines. Su ín-
dole moral es fundamentalmente recusable. El Príncipe ha tenido apolo-
gistas entusiastas, como Gentile, Alfieri, Gobineau y Nietzsche, y detrac-
tores implacables, a cuyo frente se hallan, en diferentes épocas, hombres 
como Saavedra Fajardo, Voltaire, Federico de Prusia, Castelar, Tolstoi, 
etcétera. Napoleón comentó el libro de Maquiavelo con discrepancia en 
algunos puntos, pero siempre con simpatía. 

En las primeras décadas del siglo XVI la ética de Maquiavelo, su reduc-
ción de la ética gubernamental a una técnica del gobierno más eficaz,  cons-
tituyó una novedad. Su concepción se oponía diametralmente a la ética clá-
sica tradicional: No sólo Platón, sino también Aristóteles, habían descrito la 
política como una actividad subordinada a una ética que deseaba, sobre 
todo, el perfeccionamiento del hombre. Ambos concebían la organización 
política como el marco para la educación moral e intelectual de los hom-
bres46.  

Sin embargo, desde Maquiavelo no sólo los príncipes y conquistadores 
del siglo XV, sino también los fundadores de los modernos Estados tienen 
la conciencia tranquila cuando “crean orden”, utilizando la injusticia y 
obrando el mal para dar satisfacción a sus ambiciones de poder, ya que 
pueden convencerse y estar persuadidos de que así cumplen su deber como 
políticos: “sacrifican” su moralidad personal en favor del bien político, y se 
sienten muy satisfechos con ello.  

De este modo el concepto de justicia queda totalmente transformado: se 
le ha vaciado de su originario y verdadero contenido moral.  Así, pasa a ser 
justo lo que dicta la ley (con independencia de su moralidad), lo útil o pro-
vechoso en un momento dado.  La indiferencia ante el bien y el mal es con-
siderada como una norma, no de la moral, pero sí de la política entre los 
hombres.  Por lo tanto, a Maquiavelo se remonta no sólo la constatación o 
reconocimiento de la inmoralidad que se da en muchos de los políticos, sino 
también la responsabilidad de la doctrina que hace de la inmoralidad una 
ley fundamental de la política47.  Carga con la responsabilidad, ante la His-
toria, de haber reconocido, proclamado y explicado la inmoralidad como 
norma imperante en la política.  Esta inmoralidad consiste en haber tomado 
                                                      

46 En este sentido no debemos olvidar que la filosofía política de Aristóteles se nos presenta 
como una síntesis de teoría y práctica, como un intento de armonizar verdad y vida en el contexto 
de un planteamiento realista que ha rechazado el idealismo platónico. 

47 Por otra parte, si olvidamos sus elaboraciones teóricas y nos centramos en su propia vida, po-
demos comprobar que, en realidad, no hubo nadie menos maquiavélico ni peor discípulo de sus ense-
ñanzas que el propio Maquiavelo. 
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como “buena Política”, es decir, como una Política que satisface su verda-
dero objetivo y se adapta a su verdadera naturaleza, a una Política que, en 
su esencia, no es moral.   

En lo que se refiere a su “doble patrón de moralidad” hay que decir que 
por su misma constitución está condenado al fracaso: Maquiavelo subraya 
que los valores morales están descartados en los pensamientos y obras de 
quienes desarrollan la política (príncipe o gobernantes).  Pero al mismo 
tiempo sostiene el valor o perenne vitalidad de los mismos valores morales 
y convencimientos éticos en todos los otros con los que el Príncipe se rodea 
y a los que tiene que gobernar.  Sin embargo, es imposible que los actos de 
alguien situado fuera de la moral a la larga no conduzcan hacia una desinte-
gración o degeneración de los valores morales y de los convencimientos 
éticos en la vida de ese pueblo, y a la consiguiente ruina progresiva de las 
estructuras y costumbres éticas ligadas a estos convencimientos. 

Las máximas que prescribe Maquiavelo para alcanzar el éxito político 
siguen estando tan vigentes en nuestros días como en sus tiempos de co-
rrupción en Florencia.  El Estado, que debería ser la persona moral destina-
da a realizar el bien común en la sociedad, sencillamente no lo quiere o 
puede realizar, y para alcanzar determinados logros parciales se ve obligado 
a cometer diversas iniquidades.  La lectura de El Príncipe apasiona no sólo 
por la prosa tersa, directa y fría de su autor, sino también por la vigencia y 
actualidad de sus juicios.  Por tanto, la perennidad de Maquiavelo nos lleva 
a la lamentable conclusión de que son nuestros tiempos los que lo hacen 
oportuno y aplicable en cada momento de la vida política.  Ciertamente, 
Maquiavelo sacó a la luz de las conciencias no sólo las costumbres de su 
propio tiempo, sino también las prácticas generales de la política de fuerza 
de todos los tiempos. Ahora bien, no podemos ni debemos confundir dicha 
política de fuerza que no tiene otro fin que el poder (su consecución y man-
tenimiento), con la auténtica o verdadera política que tiene su legítimo fin 
en la consecución del bien común. Indudablemente no es una tarea nada 
fácil, que exige por parte del político, entre otras muchas capacidades y 
aptitudes, una  gran vocación de servicio a los demás, sacrificio, perseve-
rancia y esfuerzo. Quizás otro de los problemas actuales es que hoy en día 
tenemos muchos políticos pero la mayoría de los gobernantes no son habi-
tualmente “hombres de estado”48.  Un estadista es aquel que posee una ca-
pacidad analítica y sintética en la consideración de las causas reales, interre-

                                                      
    48 “La diferencia entre los gobernantes y los estadistas está en que unos piensan en las próxi-

mas elecciones y otros en las próximas generaciones” (Cf. MAYOR ZARAGOZA, Los nudos gor-
dianos, Barcelona, Galaxia Gutemberg, 1999, p. 120). 
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laciones y vías de solución de los problemas; un auténtico conocimiento de 
la naturaleza humana; una visión intuitiva e histórica que le hace capaz de 
prever, y por consiguiente de prevenir, al mismo tiempo que es capaz de 
innovar estrategias a medio y largo plazo. 

El Bien Común es el fin de la política. Ese es su objetivo o meta, el 
horizonte hacia el que debe dirigir sus pasos y que le sirve de guía. Es 
más, ese fin es el que distingue a la auténtica política en cuanto tal. Tal 
vez, al igual que sucede con la línea del horizonte, sólo podamos ir 
aproximándonos sin llegar nunca a alcanzarla totalmente pero no es me-
nos cierto que, aún siendo así, el no perder de vista esa línea nos permite 
orientar el rumbo y no dirigirnos de nuevo a la orilla. Acostumbramos a 
decir que “la perfección no existe” pero, a pesar de ello, en todos los ór-
denes intentamos mejorar y aproximarnos progresivamente a ese ideal de 
perfección. Así, por ejemplo, nuestra inteligencia se dirige hacia la bús-
queda de la verdad y, a pesar de que querríamos conocer toda la verdad 
de absolutamente todas las cosas pues ese fin es el único que podría satis-
facer nuestro natural afán de saber, sabemos que debemos conformarnos 
con verdades limitadas o  parciales que, a pesar de su limitación, no por 
ello dejan de ser verdades. Ciertamente somos conscientes de las dificul-
tades y limitaciones de nuestra pretensión de Verdad pero, en nuestro 
recorrido por el camino del conocer, ello no nos lleva  ni a aceptar la 
mentira ni a equiparar la verdad con el error. Por otra parte, el bien es el 
objeto de nuestra voluntad y sólo el Bien podría saciar dicha tendencia, 
pero al mismo tiempo sabemos que debemos conformarnos con bienes 
finitos, limitados, particulares.  Hablamos de justicia y queremos justicia; 
una justicia que presupone el conocimiento de la verdad y la orientación 
hacia el bien. No siempre obramos justamente, pero todos compartimos 
un ideal de Justicia al que no renunciamos y seguimos aspirando, que nos 
sirve no sólo como referente o meta a alcanzar sino también como medi-
da para valorar las acciones, a pesar de que constatamos con pesar que 
dicho ideal no se realiza en el mundo. Del mismo modo, el Bien Común  
(en mayúscula) quizás sólo exista en su plena y auténtica realidad en ese 
mundo platónico de las Ideas, probablemente sea un ideal en sí mismo 
inalcanzable en un mundo sensible en el que lo humano, lo social y lo 
político no son una excepción frente a la mutabilidad y  la contingencia. 
Sin embargo, desde una consideración metafísica y, por tanto, absoluta-
mente real, ese Bien Común es el sentido y objeto de la política. Existe 
un bien común que no sólo es real sino también realizable, y que consti-
tuye el fin que a su vez conforma y determina la actividad política en su 
genuina autenticidad. Si nos quedamos mirando el dedo que señala la 
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luna, no sólo habremos perdido la posibilidad de contemplarla, sino tam-
bién la posibilidad de marcarla como objetivo y trazar el camino que nos 
aproxime a ella o, incluso, que permita a generaciones futuras alcanzarla. 

Existen situaciones o momentos en los que faltan las palabras pero, al 
mismo tiempo, también sobran. Por tanto, ya para finalizar, sólo diré que 
después de la trágica, inhumana y dolorosa masacre de ese 11 de marzo del 
que siempre guardaremos memoria individual y colectiva en nuestra alma, 
mente y corazón; después de la conmoción no sólo humana, sino también 
social y política que básicamente no ha sido asimilada (a pesar de que se 
interprete de muy diferentes formas), no olvidemos nunca –ni nosotros ni 
nuestros políticos– que: los bienes propios del bien común se inscriben en 
el orden del “ser” y no en el del mero “tener”; que el poder no es un fin en 
sí mismo, sino el instrumento que permite al Estado cumplir con su deber; 
y que la salvaguarda de la vida humana en su plena dignidad es el más 
básico o fundamental de los deberes del gobernante y un derecho esencial 
de la persona y no sólo del ciudadano. La libertad humana no se reduce a 
la libertad política, y tampoco a la libertad de elección sino que, junto a 
esta última, también incluye la libertad física (o capacidad de obrar y vivir 
de acuerdo con nuestra propia naturaleza o esencia, sin coacción externa) y 
la libertad interior (o moral, o de espíritu). 
 
 
 


